PROYECTO DE LEY

Artículo 1º: La presente ley tiene por objeto imponer sanciones a los establecimientos públicos detallados en el art. 2º que cometan actos de discriminación por razones o con pretexto de raza, etnia, género, orientación sexual, identidad de género, edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica o cualquier circunstancia que tienda a la segregación, exclusión o menoscabo de la dignidad humana, o que implique distinción peyorativa.
Artículo 2º: El Poder Ejecutivo instrumentará los medios necesarios a los efectos de que en los locales bailables, de recreación, salas de espectáculos, bares, restaurantes u otros de acceso público, se exhiba al frente de sus boleterías o entradas de acceso, en lugar visible, un cartel de no menos 25 cm. x 40 cm. con el siguiente texto: “De acuerdo a lo dispuesto por la Ley Nº … en este local está prohibida la discriminación por razones o con el pretexto de raza, etnia, género, orientación sexual, identidad de género, edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica o cualquier circunstancia que implique distinción peyorativa, exclusión, restricción o menoscabo de la dignidad humana. El incumplimiento de la mencionada ley será sancionado”.
Artículo 3º: Todo acto de discriminación por las razones mencionadas en el art. 1º, que no esté tipificado como tal en una ley previa o exigido en los requisitos de ingreso, y sea llevado a cabo en locales bailables, de recreación, salas de espectáculos, bares, restaurantes u otros de acceso público, en forma explícita o a través de un ejercicio arbitrario de la admisión, será sancionado de la siguiente forma: 



a) Clausura del local de 7 a 30 días, la primera vez que incurra en la falta; 


b) Clausura del local de 30 a 180 días cuando nuevamente recurriera en la misma 
falta. 
Artículo 4º: El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a través de la Subsecretaría de Derechos Humanos dependiente de la Vicejefatura de Gobierno, o el órgano que en el futuro la reemplace, con el acompañamiento de todas sus áreas, realizará periódicamente campañas de promoción de derechos para favorecer la integración y la progresiva eliminación de todas las formas de discriminación mencionadas en el artículo 1º.
Artículo 5º: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley dentro de los 90 (noventa) días posteriores a su sanción y establecerá los órganos encargados de la aplicación de la presente, estableciendo los pertinentes controles así como el procedimiento en caso de denuncia de un acto de discriminación.
Articulo 6º: Comuníquese, etc.-
FUNDAMENTOS

Señor Vicepresidente I:

Desde nuestra Constitución se establece en el articulo 11: “Todas las personas tienen idéntica dignidad y son iguales ante la ley. (…) La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva participación en la vida política, económica o social de la comunidad”.
Sin perjuicio de ello, en la práctica, en numerosas ocasiones se impide el ingreso a determinados lugares de acceso al público por la arbitraria razón de que el que pretende el ingreso es “diferente” en función de su condición social, vestimenta, color de piel, aspecto físico u orientación sexual, entre otros atributos. Frente a un evidente y extendido conflicto de intereses en torno al derecho de admisión sobre el que se amparan propietarios/as de locales bailables, de comidas, etc., para permitir o no el ingreso a los mencionados establecimientos, la sanción del presente proyecto permitirá al menos regular ese pretendido derecho con el fin de acotar el criterio de restricción a cuestiones que no sean degradantes ni humillantes para la integridad de las personas.
En este sentido, el presente proyecto se reconoce en lo establecido por la ley nacional 26.370 de Espectáculos Públicos, sancionada en 2008. Si bien el derecho de admisión es una zona gris del derecho, el art. 4 de la mencionada ley lo define: “es el derecho en virtud del cual, la persona titular del establecimiento y/o evento, se reserva la atribución de admitir o excluir a terceros de dichos lugares, siempre que la exclusión se fundamente en condiciones objetivas de admisión y permanencia, que no deben ser contrarias a los derechos reconocidos por la Constitución Nacional ni suponer un trato discriminatorio o arbitrario para las personas, así como tampoco colocarlas en situaciones de inferioridad o indefensión con respecto a otros concurrentes o espectadores o agraviarlos”.

La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, respecto de la interpretación del principio de igualdad consagrado en el artículo 16 de la Constitución Nacional, estableció las siguientes pautas: a) la igualdad exige que se trate del mismo modo a quienes se encuentran en iguales situaciones; b) esto implica el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unas personas de lo que se concede a otras en iguales circunstancias; c) la regla de igualdad no es absoluta, ni obliga a la o el legislador a no considerar la diversidad de circunstancias, condiciones o diferencias que puedan presentarse a su consideración: lo que la regla establece es evitar las distinciones arbitrarias u hostiles; d) por ende, la razonabilidad es el parámetro evaluatorio que permite  medir la igualdad; e) el/la legislador/a puede crear categorías, grupos o clasificaciones que irroguen trato diferenciado entre habitantes con la condición de que el criterio empleado sea razonable; f) las desigualdades son inconstitucionales cuando son arbitrarias, hostiles, persecutorias, etc.

 

En el año 1988 fue sancionada la ley 23.592 de Represión de Actos u Omisiones Discriminatorios, que en su artículo 1 establece: “Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o de cualquier modo menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidas en la Constitución Nacional, será obligado a pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar su realización y a reparar el daño material y moral ocasionado. A los efectos del presente artículo se considerarán particularmente los actos u omisiones discriminatorios determinados por motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política y gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos”.

Existe una innumerable cantidad de prácticas discriminatorias que ejercen los/as propietarios/as de establecimientos abiertos al público en el acceso y /o permanencia a los mismos y que, a menudo, por diferentes causas producen un resultado dañoso en las personas discriminadas. Los/as titulares y/o encargados/as de estos locales suelen invocar para justificar este tipo de comportamientos el “derecho de admisión” que les asiste, lo que pone de manifiesto una excesiva y errónea interpretación del mencionado “derecho de admisión” y, por otra parte, la carencia de normas aplicables.

 

La igualdad ha sido consagrada en el artículo 16 de la Constitución Nacional, mientras que el principio de autonomía de la voluntad se estableció en el artículo 19, por el cual: “Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe”. Ambos principios, el de la igualdad (y su consecuente de no discriminación) y el de la exigencia de respeto a la autonomía privada, colisionan en actividades que se sitúan en una zona gris por tratarse de conductas aparentemente privadas pero que poseen una trascendencia social. Allí es donde la autonomía privada deja de ser un valor absoluto y debe ceder ante la necesidad de erradicar cualquier forma de discriminación (especialmente en el ya citado art. 11 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, que ha ido más allá enumerando dichas formas de discriminación y estableciendo la obligación de remover los obstáculos que impidan el desarrollo de las personas y la participación en la vida social). Los derechos no son absolutos ni ilimitados, y menos aún -así lo establece nuestro Código Civil en el art. 1.071- pueden ser ejercidos abusivamente: “El ejercicio regular de un derecho propio o el cumplimiento de una obligación legal no puede constituir como ilícito ningún acto. La ley no ampara el ejercicio abusivo de los derechos. Se considerará tal al que contraríe los fines que aquélla tuvo en mira al reconocerlos o al que exceda los límites impuestos por la buena fe, la moral y las buenas costumbres.”

Es importante recordar lo expresado por Aída Kemelmajer de Carlucci ante el conflicto entre el derecho a la libertad de comercio de un prestador de salud y el derecho a la salud de quien recibe esa prestación en su artículo “El SIDA en la jurisprudencia”. En él señala “…que si bien la libertad de contratar es uno de los aspectos de la libertad de comercio y que además el derecho de propiedad también aparece tutelado constitucionalmente, siendo que el SIDA y la drogadicción generan incapacidad, y que la reforma constitucional de 1994 incorporó en el artículo 75 inciso 23 nada menos que doce documentos internacionales relacionados con los derechos humanos, la salud tiene 'un posicionamiento más elevado que la propiedad privada', y la atención sanitaria 'se encuentra más próxima a los derechos centrales', mientras que la autonomía de la voluntad 'no es la prerrogativa mas saliente'” (“El SIDA en la jurisprudencia”, suplemento especial de La Ley de noviembre de 1999, pág. 37).

Asimismo, como ya hemos visto en la definición del derecho de admisión que da la ley nacional 26.370, su ejercicio no puede ser contrario a derechos reconocidos por nuestra Constitución, con lo que el primero estaría subordinando al derecho reconocido por la CN de ser todos iguales ante la ley. La ley también establece que no puede darse a las personas un trato discriminatorio ni que las coloque en situación de inferioridad.

A la misma conclusión se llega si acudimos a los convenios internacionales suscritos por Argentina en esta materia. Todos estos documentos tienen un punto en común: los Estados que los ratifican no sólo se responsabilizan del cumplimiento por sus propios órganos de la prohibición de no discriminar, sino que adquieren el compromiso de adoptar las medidas adecuadas para evitar que otros discriminen. A la obligación de respetar lo dispuesto en los textos internacionales, no cometiendo directamente actos discriminatorios, se añade siempre la obligación de prevenir y sancionar debidamente las conductas discriminatorias de terceros en cualquier escenario de la vida social, poniendo a disposición de las víctimas los cauces procesales más idóneos para reparar la violación.

Por ejemplo, el Comité de las Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación Racial vela por la efectiva observancia de la Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, adoptada en 1965 y en vigor desde enero de 1969. De acuerdo con lo dispuesto en su art. 5, los Estados Partes se comprometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar en cualquier espacio de la vida social la igualdad en el goce de los derechos, incluyendo “el derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público, tales como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y parques” (letra f).
A su vez, muestro ordenamiento suscribió otros tratados internacionales que, atento a la jerarquía de las normas, o bien tienen rango constitucional (art. 75), o bien tienen la misma jerarquía que una ley de la Nación (entre ellos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art. 2, 3, 4, 5, 13, 17 y 20); la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 1); el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 15); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 18, 19, 20 y 26; la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 2). Asimismo, el derecho a la igualdad es un derecho personalísimo, inherente a la persona independientemente de que algún/a legislador/a nos lo conceda o no para poder gozar del mismo.

El dictado de la ya mencionada ley 26.370, que definió el derecho de admisión, acota el ejercicio del mismo y lo limita a través de los actos discriminatorios. Como ya señalamos, en la Ciudad de Buenos Aires el art. 11 de la Constitución reconoce la igualdad ante la ley de todos y todas y garantiza el derecho a ser diferente. Y además por el art. 10 rigen todos los derechos reconocidos en los tratados internacionales ratificados por nuestro país. No obstante, de forma recurrente, las instituciones públicas de defensa de derechos reciben denuncias sobre prácticas discriminatorias en el acceso a establecimientos abiertos al público, lo cual, permanentemente, abre el debate sobre la creciente dificultad para trazar una línea divisoria entre la esfera pública y privada.

Es necesario destacar que los establecimientos abiertos al público deben cumplimentar una serie de requisitos para obtener la correspondiente licencia o autorización administrativa y están sometidos en muchos aspectos de su actividad a una detallada reglamentación. En este sentido, existe aquí una responsabilidad de la Administración que impide la caracterización de estos establecimientos regentados por particulares como espacios estrictamente privados.

Por otra parte, el art. 1º de la Ordenanza 45.236 de 1991, modificado por la Ley 135, establece que los requisitos de entrada a los establecimientos públicos deben ser exhibidos “al frente de la boletería o entrada de acceso en lugar visible”. En su art. 2º, la mencionada Ordenanza determina: “Dichos requisitos no deberán impedir, obstruir, restringir o de algún modo menoscabar el pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales reconocidas en la Constitución Nacional, considerándose como discriminatorios aquellos determinados por motivo de raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos”.
A pesar de la legislación vigente, en nuestra Ciudad hemos tomado conocimiento en reiteradas ocasiones de esos tipos de actos discriminatorios en locales bailables, bares, supermercados, confiterías y otros establecimientos públicos, por lo que evidentemente las declaraciones y principios de nuestra Carta Magna, no han tenido en la práctica acatamiento real. Y además se torna necesario actualizar y ampliar el alcance legal de estas prácticas que afectan a los derechos humanos de todas las personas. Por ejemplo, y siguiendo este criterio, esta Casa sancionó en abril de 2008 la ley 2681 que regula el derecho de admisión de alumnas/os de escuela de gestión privada.
En este sentido, se debe establecer una normativa local que reafirme el derecho personalísimo a la diversidad y permita el acceso a la información sobre los eventuales atropellos a los derechos que las personas pueden sufrir. A su vez, debe sancionarse a quienes arbitraria y abusivamente cometan actos discriminatorios, ya que es en el reconocimiento del otro diferente donde deben fortalecerse los lazos sociales y la vida democrática de nuestra comunidad. Y a esta circunstancia no podremos arribar sin una política pública de derechos humanos.


Esta temática ha sido abordada también en otras ciudades del país: mediante ordenanza en la ciudad de Rosario (ordenanza 7.946) y en Resistencia (Chaco); en el tratamiento de un proyecto de ley ciudad de Neuquén (el cual ha sido base e impulso para la redacción del presente proyecto); y a nivel nacional por la mencionada Ley 26.370.

Por todo lo expuesto, solicito la aprobación de este proyecto.
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